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ABSTRACT

La aplicacion de las nuevas tecnologias de la informacion y de la comunica-
cion en el trabajo ha supuesto una transformacion de la prestacion de servicios. Le-
jos de constituir un mero instrumento tendente a facilitar su ejecucion, las posibili-
dades que ofrece una tecnologia en continua evolucion han difuminado el vinculo de
subordinacion que media entre el empleador y el prestador de servicios en aquellos
puestos de trabajo cuyo desempeno exige una mayor cualificacion y especializacion
del trabajador. Siendo las Administraciones Piblicas organizaciones donde abundan
dichos puestos de trabajo, se comprende la relevancia que en las mismas adquiere la
implantacion del teletrabajo. El presente estudio aborda su recepcion en la Adminis-
tracion General del Estado asi como en las Administraciones autondmicas, haciendo
hincapié en las virtudes y carencias que presenta su régimen juridico.

Palabras clave: Administraciones Piiblicas, nuevas tecnologias de la informacién y
de la comunicacion, teletrabajo.
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The implementation of new information and communication technologies in
the workplace has led to a transformation of the work culture. The opportunities of-
fered by a constantly evolving technology have blurred the subordination between the
employer and the employee, mainly when the latter is highly qualified. Given Pub-
lic Administrations are rich in this kind of staff, telework could play a relevant role.
This paper deals with telework deployment into the Spanish Public Administrations,
with particular emphasis on the advantages and deficiencies of its framework.

Keywords: Public Administrations, new information and communication technolo-
gies, telework.
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1. Introduccién

La aplicacién en el trabajo de las tecnologias de la informacién y de la co-
municacién no constituye novedad alguna. No ha sido preciso aguardar hasta
las tltimas décadas del siglo xx para constatar la utilidad que puede proporcio-
nar el uso en el entorno laboral de instrumentos como el teléfono. No obstante,
el desarrollo tecnoldgico alcanzado a partir de ese momento ha cobrado tal rele-
vancia que lo que otrora no era sino un mero instrumento que mejoraba la pres-
tacién de servicios ha dado pdbulo a una transformacién radical de la forma de
trabajar.

En el seno de esta revolucién tecnolédgica han surgido unos puestos de tra-
bajo cada vez mds especializados que, a su vez, demandan trabajadores dotados
de una elevada formacién. El desarrollo alcanzado y la cualificacién del personal
han hecho posible una prestacién de servicios cada vez mds auténoma. Tal es asi
que, a dia de hoy, las notas caracteristicas de la prestacién objeto del Derecho
del Trabajo parecen desvanecerse. Merece ser reinterpretada la subordinacién
(Pérez de los Cobos, 2005: 1315), pues el trabajador que emerge en este nueva
era tecnoldgica goza de una independencia que impide su sujecién a érdenes y
directrices constantes en cuanto atafie a la ejecucion de su prestaciéon, mdxime
cuando la misma requiere la posesién de unos conocimientos especificos de los
cuales carece su superior jerdrquico. Correlato de lo afirmado es la adaptacién de
las facultades empresariales de control, que se centrardn en la constatacién del
resultado alcanzado por el trabajador (Thibault, 2000: 46). Cobra asi importan-
cia la determinacién de los objetivos cuya consecucién se pretende, y la respon-
sabilidad del trabajador en el correcto cumplimiento de la prestacién debida.

La ausencia de una direccién y control continuos de la actividad del trabaja-
dor ha permitido el desempeno de sus funciones fuera de las dependencias de la
empresa, lo cual significa que también se difumina la ajenidad, nota caracteris-
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tica de la prestacion que, entre sus diversas manifestaciones, exige que el trabajo
se desempeiie en los locales del empresario, y con instrumentos por él propor-
cionados. De ahi el resurgimiento del trabajo a distancia, antafio destinado a la
ejecucion de prestaciones que requeria escasa cualificacion (Ferreiro, 2015: 47).

Consciente de su renovada importancia, el legislador de 2012 acometié la
regulacién del trabajo a distancia en el art. 13 del ahora Real Decreto Legisla-
tivo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la
Ley del Estatuto de los Trabajadores! —en adelante, ET—. Dicho articulo lo
define como aquél en el que la prestacion se realice «de manera preponderante en
el domicilio del trabajador o en el lugar libremente elegido por éste», incluyendo en
la definicién de trabajo a distancia una de sus modalidades, a saber: el trabajo a
domicilio. Cambia asi el tenor del precepto anteriormente vigente, que aludia al
«trabajo a domicilio», en pos de la construccién de un concepto genérico donde
encuentra cabida aquél, pero también cualquier otra forma de trabajo no pre-
sencial (Sempere y Kahale, 2013: 9). Es de advertir que en ningin momento se
alude a la utilizacién de las nuevas tecnologias de la informacién y de la comu-
nicacién en el desempeno del trabajo a distancia, rasgo caracteristico de una es-
pecie perteneciente a aquel género: el teletrabajo. Curiosamente, se refiere a ella
en la Exposicién de Motivos de la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgen-
tes para la reforma del mercado laboral?, razén por la cual la doctrina ha consi-
derado que «e/ legislador ha querido introducir el teletrabajo a través de la nueva
figura del contrato de trabajo a distancia» (Purcalla y Preciado, 2013: 215).

Si lo hizo en su momento el Acuerdo marco Europeo sobre Teletrabajo, fir-
mado el 16 de julio de 2002 en Bruselas, a iniciativa de la Comisién Europea,
por los interlocutores sociales mds relevantes de dmbito europeo, cuyo apartado
2 entiende por tal «una forma de organizacion ylo de realizacion del trabajo» ca-
racterizada por el uso de las tecnologias de la informacién, donde una presta-
cién, que se podria desempefiar en los locales de a empresa, se efectda fuera de
éstos de forma regular.

Es esta especie de trabajo a distancia la que centra la atencién del presente
trabajo, habida cuenta del reto que supone regular de manera adecuada una
nueva forma de prestar servicios donde la inmediatez geografica y el vinculo de
subordinacién se debilitan notablemente. Ademds del interés juridico que pre-
senta, el teletrabajo merece ser abordado en atencién a los objetivos susceptibles
de ser alcanzados con su correcta regulacién y aplicacién. Amén de los que re-
percuten en una mejor organizacién de los recursos humanos de la empresa, con
el consecuente ahorro de costes e incremento de la eficiencia que ello comporta,
destaca la consecucién de un mayor bienestar del trabajador que gana autono-

1 BOE n.° 255, de 24 octubre 2015.
2 BOE n.© 162, de 7 julio 2012.
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mia a la hora de compatibilizar su prestacién de servicios con sus circunstancias
personales. Dejando a un lado las ventajas que su aplicacién surte en la relacién
individual de trabajo, existen también intereses sociales a cuya satisfaccién con-
tribuirfa en gran medida su adecuada implementacién. Se alude, por ejemplo, a
la reduccién de las emisiones dafiinas para la atmdsfera que supone la disminu-
cién de los desplazamientos innecesarios de trabajadores, o al reparto mds equi-
librado de la poblacién que se podria conseguir permitiendo un desempefio de
la prestacién de servicios menos centralizado en torno a las grandes urbes.

Por todo ello procede abordar el régimen juridico aplicable al teletrabajo,
mas la amplitud del objeto de estudio exige una mayor concrecién del tema a
tratar. Toda vez que el teletrabajo constituye una modalidad de prestacién de
servicios idénea para el desempefio de aquellos puestos de trabajo que exigen
una mayor cualificacién —aunque éstos no agoten su dmbito de aplicacidn,
existiendo cierta «teletaylorizacidn» que afecta a puesto de teletrabajo donde la
prestacién es mds rutinaria (Belzunegui, 2008: 137)—, y éstos abundan en las
Administraciones Publicas se considera pertinente analizar el marco normativo
aplicable al teletrabajo en aquéllas. Huelga anadir el compromiso que éstas tie-
nen, en calidad de empleador, para con el bienestar de sus propios trabajadores,
la eficiencia en la gestion publica y la salvaguardia del medio ambiente.

Pese a ello, es sabido que el legislador no siempre se adapta de manera sufi-
cientemente rdpida a la realidad social que ha de regular. Muestra de ello es la
ausencia de menci6n alguna al teletrabajo en el Real Decreto Legislativo 5/2015,
de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto
Bésico del Empleado Publico® —en adelante, EBEP—. Ante esta laguna, es me-
nester abordar el marco normativo especifico disefiado para el teletrabajo en la
Administracién General del Estado, asi como en las Administraciones de las Co-
munidades Auténomas, algunas de las cuales han desarrollado iniciativas dignas
de mencién.

2. El teletrabajo en las Administraciones Puablicas

2.1. El teletrabajo en la Administracién General del Estado

En cuanto concierne a la Administracién General del Estado, procede hacer
alusion al Acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de marzo de 2005, por el que
se aprob¢ el Plan Concilia que, entre otros compromisos, previé una serie de
medidas para hacer efectiva la conciliacién de las responsabilidades profesionales
con la vida personal y familiar en el dmbito del empleo publico.

3 BOE n.° 261, de 31 octubre 2015.
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En el marco de aquél fue puesto en préctica un Plan piloto para la aplica-
cién de técnicas de teletrabajo para los empleados publicos por el Ministerio de
Administraciones Publicas, orientado al favorecimiento de la conciliacién de la
vida laboral, familiar y personal (Belzunegui, 2008: 144). Una vez concluida
esta experiencia piloto, los resultados alcanzados fueron traidos a colacién para
hacer extensiva la posibilidad de realizar este tipo de experiencias a otros De-
partamentos, mediante la Orden APU/1981/2006, de 21 de junio, por la que
se promueve la implantacién de programas piloto de teletrabajo en los departa-
mentos ministeriales®.

En ella se alude al teletrabajo, ora como una «nueva formula basada en las
tecnologias de la informacion» que posibilita el desarrollo total o parcial de la
jornada laboral desde un lugar distinto al de su centro de trabajo, ora como
una «nueva forma de organizacion de la prestacion laboral». Ya en su texto ar-
ticulado, se define como una «modalidad de prestacion de servicios de cardcter no
presencialy, en virtud de la cual un empleado de la Administracién General del
Estado puede desarrollar parte de su jornada laboral mediante el uso de medios
telemdticos desde su propio domicilio. Se configura asi como una prestacién de
trabajo a desarrollar en alternancia con la presencial, previendo asi el indeseable
aislamiento en que puede recaer el trabajador. Si bien el anterior matiz merece
una favorable acogida, no sucede lo mismo con la alusién al domicilio del tra-
bajador como lugar a desarrollar los servicios no presenciales, ya que circuns-
cribe el teletrabajo a una de sus modalidades: el teletrabajo a domicilio (Sierra,
2011: 130).

Esta Orden se dicté con el propésito de posibilitar la puesta en marcha de
programas piloto de teletrabajo en los departamentos ministeriales y sus orga-
nismos publicos vinculados o dependientes, garantizando, en todo caso, la vo-
luntariedad de los empleados publicos que decidan participar. Al margen de esta
precisién, que trae a colacién la singular relevancia del consentimiento del traba-
jador (Thibault, 2006: 382), la Orden se limita a desgranar los extremos a con-
templar por las experiencias piloto que hubieran de ponerse en prictica.

En ella se precisa la necesidad de incluir en cada programa los puestos de
trabajo afectados, atendiendo a la naturaleza de sus funciones que, evidente-
mente, han de permitir su ejecucién de manera no presencial. Se excluyen, por
consiguiente, todos aquéllos que requieran la presencia del trabajador. Con arre-
glo a este criterio, queda abierta la posibilitad de limitar la opcién de teletrabajar
en supuestos en los cuales la presencia del trabajador sea conveniente, pero no
inexcusable. Se antoja éste un matiz digno de critica, méxime cuando el teletra-
bajo de que se trata se desarrolla, como se ha puntualizado, de manera parcial o
en alternancia con la prestacién de trabajo presencial.

4 BOE n.© 149, de 23 junio 2006.
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Segin la citada Orden, esta modalidad estard a disposicién de los emplea-
dos en servicio activo que reunan los conocimientos en ofimitica suficientes,
siempre y cuando lo soliciten. Cada plan ha de determinar el nimero maximo
de participantes asi como su procedimiento de seleccién, la duracién del propio
programa y la de la prestacién de servicios no presenciales en funcién de cada
tipo de jornada. Se impone determinar también en cada plan el érgano encar-
gado del control y los criterios para llevarlo a cabo, asi como el sistema de eva-
luacién del trabajo desarrollado de forma no presencial.

Notese que la propia Orden destaca, entre sus ventajas, la identificacién de
los objetivos y la evaluacién del grado de su cumplimiento, especialmente desde
el punto de vista del empleador. A tal efecto, se consideraria preferible aludir al
rendimiento del trabajador (Gdrate, 1984: 34), toda vez que un objetivo puede
o no alcanzarse exclusivamente a través del esfuerzo del trabajador. De esta
guisa, no cabria sancionar al trabajador por la no consecucién de un objetivo de
imposible cumplimiento. Desde la perspectiva del empleado, hace hincapié en
el incremento de su posibilidad de conciliar su vida personal con el desarrollo
profesional. Lejos de tratarse de intereses contrapuestos, una adecuada determi-
nacién del sistema llamado a evaluar el rendimiento del trabajador se erige en la
mejor garantia de un teletrabajo que permita la adecuada conciliacién de la vida
laboral, personal y familiar. Nétese que, ademds, al personal que participe en di-
chos programas no le serd de aplicacién de los criterios generales sobre jornada y
horarios, extremo que requiere una determinacién razonable del rendimiento a
alcanzar.

Del marco normativo expuesto, sorprende la ausencia de alusién alguna a la
salvaguardia de intereses existentes al margen de la conciliacién de la vida per-
sonal, familiar y laboral, como la preservacién del medio ambiente o la redistri-
bucién de la poblacién hacia el dmbito rural. También el relegado papel que se
atribuye a las organizaciones sindicales (art. 2).

Procede también hacer alusién a la publicacién del Manual para la implan-
tacién de programas piloto de teletrabajo en la Administracién General del Es-
tado por el Ministerio de Administraciones Publicas. Aunque se trate de un
documento informativo, carente de eficacia juridica, sirve para confirmar la
conciliacién de la vida personal, familiar y laboral como objetivo primordial de
la normativa estatal, al que se afiaden la potenciacién del trabajo en términos
objetivos, al margen del tiempo de presencia, el aumento del compromiso y mo-
tivacién del personal y la disminucién del absentismo laboral. Por lo demds, su
contenido se limita a concretar aspectos del programa piloto como el nimero de
trabajadores que pueden participar, el procedimiento de seleccidn, su duracidn,
su alternancia con el trabajo presencial, la definicién de los puestos susceptibles
de ser desempefados a través de esta modalidad y demds aspectos vinculados a
la formaci6n y a la prevencién de riesgos laborales.
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Habida cuenta del caricter experimental de estos programas, la Orden dis-
pone que concluidos éstos, incumbe a los departamentos y organismos informar
al Ministerio de Administraciones Publicas, a fin de efectuar un andlisis global
integrado sobre su implantacién. Transcurrido este periodo de experimentacidn,
el gobierno elaboré un Proyecto de Real Decreto por el que se regula el Teletra-
bajo en la Administracién General del Estado, pero sin someterlo a las fases pre-
vias de consulta y negociacién con las organizaciones sindicales, carencia puesta
de relieve por el dictamen del Consejo Econdmico y Social® (Sierra, 2011: 130).
Dicha carencia fue subsanada en el Proyecto de Real Decreto por el que se re-
gula el Teletrabajo, el 8 de mayo de 2007, cuyo aciago destino recomienda dejar
a un lado su estudio para pasar a abordar la normativa autonémica en la mate-
ria, dado que a dia de hoy es la tnica en vigor que ofrece una regulacién siste-
mitica del teletrabajo en las Administraciones Publicas.

2.2. El teletrabajo en la Administracién de las Comunidades Auténomas
2.2.1. Marco normativo y concepto

En el 4mbito autonémico, procede hacer referencia al Decreto n.© 9/2011,
de 17 de marzo, por el que se regula la jornada de trabajo no presencial me-
diante teletrabajo en la Administracién de la Comunidad de Castilla y Le6n®
—en adelante, Decreto castellanoleonés—; al Decreto n.© 92/2012, de 29 de
mayo, por el que se aprueba el Acuerdo sobre la prestacién del servicio en la
modalidad no presencial mediante la férmula del teletrabajo por el personal
empleado publico de la Administracién General de la Comunidad Auténoma
de Euskadi y sus Organismos Auténomos’—en adelante, Decreto vasco—; al
Decreto n.° 127/2012, de 6 de julio, por el que se regula la prestacién del ser-
vicio en la modalidad no presencial, mediante la férmula del teletrabajo, en la
Administracién de la Comunidad Auténoma de Extremadura®—en adelante,
Decreto extremefio—, que prevé una implantacién progresiva del mismo a
través de programas experimentales; al Decreto n.° 36/2013, de 28 de junio,
por el que se regula la modalidad de prestacién de servicios mediante teletra-
bajo en la Administracién de la Comunidad Auténoma de las Illes Balears’

> Consultado el dia 29 abril 2017 en el siguiente enlace: http://www.csit.es/hospedasw/arbol _
csit/admon_estado/modificacionleyes/23.04dictamenteletrabajo.pdf.

¢ BO. Castilla y Leén n.c 57, de 23 marzo 2011, precedido por el Programa Experimental de
Teletrabajo en la Administracién de la Comunidad de Castilla y Leén contemplado en la Orden
ADM/2154/2009, de 17 de noviembre.

7 BO. Pais Vasco n.° 111, de 7 junio 2012, precedido por la Instruccién 1/2010, de 29 de oc-
tubre, que aprobé el Plan Piloto de Teletrabajo en la Administracién General de la Comunidad Au-
ténoma Vasca.

8 DO. Extremadura n.° 135, de 13 julio 2012.

9 BO. Illes Balears n.° 91, de 29 junio 2013, precedido de las experiencias piloto en materia de
teletrabajo aprobadas mediante las resoluciones del consejero de Interior de 20 de marzo de 2006 y

de 4 de octubre de 2006.

LaN HARREMANAK/36 (2017-1) (216-246)


http://www.csit.es/hospedasw/arbol_csit/admon_estado/modificacionleyes/23.04dictamenteletrabajo.pdf
http://www.csit.es/hospedasw/arbol_csit/admon_estado/modificacionleyes/23.04dictamenteletrabajo.pdf

224 AvLICIA VILLALBA SANCHEZ

—en adelante, Decreto balear—; al Decreto n.° 57/2013, de 12 de agosto,
por el que se regula la prestaciéon de servicios de los empleados publicos en ré-
gimen de teletrabajo en la Administracién de Junta de Comunidades de Cas-
tilla-La Mancha'® —en adelante, Decreto castellanomanchego—; al Decreto
n.© 45/2013, de 5 de diciembre, por el que se regula la prestacién del servicio
en la modalidad no presencial mediante la férmula del teletrabajo para el per-
sonal funcionario y laboral al servicio de la Administracién General de la Co-
munidad Auténoma de La Rioja y sus Organismos Auténomos'! —en ade-
lante, Decreto riojano—; a la Orden de 20 de diciembre de 2013, conjunta
de la Vicepresidencia y Conselleria de Presidencia, Administraciones Publi-
cas y Justicia y de la Conselleria de Hacienda, por la que se regulan la acre-
ditacién, la jornada y el horario de trabajo, la flexibilidad horaria y el teletra-
bajo de los empleados publicos en el dmbito de la Administracién general y
del sector publico de la Comunidad Auténoma de Galicia.—en adelante, Or-
den gallega— y la Resolucién conjunta de 8 de agosto de 2014, de la Direc-
cién General de Evaluacién y Reforma Administrativa y de la Direccién Ge-
neral de la Funcién Publica, por la que se dictan las instrucciones relativas al
desarrollo de la Orden de 20 de diciembre de 2013 por la que se regulan la
acreditacién, la jornada y el horario de trabajo, la flexibilidad horaria y el tele-
trabajo de los empleados publicos en el dmbito de la Administracién general y
del sector publico de la Comunidad Auténoma de Galicia —en adelante, Re-
solucién gallega—; a la Instruccién de 6 de agosto de 2014, del Director Ge-
neral de la Funcién Pdablica y Calidad de los Servicios, para la implantacién
del programa piloto de la modalidad de teletrabajo en la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragén'> —en adelante, Instruccién aragonesa— y
al Decreto n.° 82/2016, de 8 de julio del Consell, por el que se regula la pres-
tacién de servicios en régimen de teletrabajo del personal empleado publico de
la Administracién de la Generalitat!> —en adelante, Decreto valenciano!4.

10 DO. Castilla-La Mancha n.° 158, de 16 agosto 2013.

1 BO. La Rioja n.° 154, de 13 diciembre 2013.

12 BO. Aragén n.° 160, de 18 agosto 2014.

13 DO. Comunitat Valenciana n.° 7828, de 14 julio 2016, precedido por la Instruccién de la
Direccién General de Administracién Autonémica de fecha 3 de diciembre de 2010, por el que se
aprobd el programa experimental en materia de trabajo desde domicilio en el dmbito de la Adminis-
tracion de la Generalitat.

14 No cae en el olvido la recientemente entrada en vigor Orden de 3 de octubre de 2016, de la
Consejerfa de Hacienda y Administracién Publica, por la que se convoca un proyecto piloto experi-
mental de teletrabajo en la Administracién Publica Regional (BO. Regién de Murcia de 10 octubre
2016). Sin embargo, lo restringido de su 4mbito de aplicacién, cenido al personal adscrito a la Secre-
tarfa General de la Consejerfa de Hacienda y Administracién Publica, a la Intervencién General, a
la Direccién General de Patrimonio e Informdtica y a la Direccién General de la Funcién Pablica y
Calidad de los Servicios, desaconseja abordarla junto con las anteriores experiencias.
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En todas ellas se conviene en calificar el teletrabajo como modalidad de pres-
tacién de servicios" construyendo su definicién sobre dos elementos, cuales son
el desarrollo de la prestacién de trabajo fuera de las dependencias de la Adminis-
tracién y la utilizacién de las nuevas tecnologias de la informacién y de la comu-
nicacién'®. Existe, no obstante, alguna norma que opta por describir el teletrabajo
como «modalidad de jornada de trabajo»"’, lo que parece aludir mds al tiempo de
trabajo que al desempeno del puesto de trabajo. Lo caracteristico de todas las nor-
mas citadas es el desarrollo de la prestacién fuera de los locales de la empleadora,
aunque esta normativa asume que la misma se llevard a cabo en el domicilio del tra-
bajador'8, lo cual no tendria que ser asi necesariamente (Morgado, 2004: 1911). El
Decreto valenciano, hace hincapié en que dicha modalidad de prestacion de servi-
cios se llevard a cabo «bajo la direccion, coordinacion y supervision de su superior je-
rdrquico» (art. 2), destacando una subordinacién por lo demds difuminada en una
prestacion caracterizada por la mayor independencia de quien la realiza.

Coincide también la normativa autonémica a la hora de determinar los ob-
jetivos perseguidos con la implantacién del teletrabajo. En primer término, y
puede que remarcando asi su cardcter preferente, se alude a la mejora en la or-
ganizacién del trabajo!® o a la consecucién de una mayor eficiencia en la gestién
publica®® y en la prestacién de los servicios, a través de una «mejor organizacion
del trabajo»*' utilizado la tecnologia. Se trata de objetivos cuyo alcance beneficia
a la propia Administracién, pero también al administrado y al trabajador. No
por ello deja de hacerse cumplida referencia a la conciliacién de la vida perso-
nal, familiar y laboral como principal aliciente para el trabajador?, con lo cual
se pretende garantizarle «un mayor grado de satisfaccion laborah?®. En concreto,
Precisa el preimbulo de la Instruccién aragonesa que la consecucién de este
bienestar a través de un adecuado equilibrio entre vida laboral y vida familiar es
propia de «organizaciones saludables», entre las cuales las Administraciones Pa-
blicas deberfan ocupar un lugar destacado.

Més ambiciosos son los objetivos contemplados en el Decreto extremeno,
que anade a los previamente citados otros como la modernizacién de la propia

15 Art. 13 de la Orden gallega. También el art. 1 del Decreto balear; el art. 2 del Decreto extre-
mefio; el art. primero de la Instruccidn aragonesa, asi como el art. 1 del Decreto vasco, aunque en
su predmbulo se aluda e ella como una «<modalidad de prestacién de la jornada de trabajo no presen-
cial».

16 Asf lo hace el art. 1 del Decreto castellanomanchego; el art. 3 del Decreto riojano el art. 13 de
la Orden gallega y la Resolucién gallega.

17" Art. 2.3 del Decreto castellanoleonés y art. 1 del Decreto vasco.

18 V. gr. el Decreto riojano (predmbulo, arts. 3, 4, 7, 8, 14, 15y 18).

19" Art. 2.2 del Decreto castellanoleonés.

20" Art. 13 de la Orden gallega.

21 Art. 1 del Decreto vasco.

22 Art. 2.2 del Decreto castellanoleonés.

2 Art. 2.2 del Decreto castellanoleonés y art. 1 del Decreto vasco.
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Administracién autonémica —expresién también utilizada por el art. 1 del De-
creto de Illes Balears y por el predmbulo del Decreto castellanomanchego— a
través de, entre otros medios, su digitalizacién y conectividad, definiendo asi
un modelo sostenible para los centros de trabajo. También se citan otros aspec-
tos vinculados con la organizacién del trabajo en general, y con el incremento
de la eficiencia de los trabajadores. Se alude asi al aumento del compromiso y
del nivel de motivacién del personal, a la mejora de las condiciones de trabajo
y la profesionalizacién de los empleados publicos como factores llamados a in-
crementar la calidad de los servicios. También a la potenciacién del trabajo en
términos de objetivos y resultados frente a criterios de mero cumplimiento del
tiempo de presencia en el centro de trabajo —critica evidente al modelo presen-
cialista—, al aumento del compromiso con la calidad del trabajo, a la disminu-
cién del absentismo laboral, al aumento de la productividad y a la elaboracién
de métodos y sistemas de evaluacién del desempeno de los empleados publicos.
En suma, del espiritu de esta norma se desprende el ansia de lograr una mejor
y mds moderna organizacién del trabajo a través del uso de la tecnologia y de la
mayor eficacia y eficiencia en la relacién con los ciudadanos usuarios de dichos
servicios. La mds reciente de las disposiciones citadas, a la sazén, el Decreto va-
lenciano, alude en su predmbulo también a la flexibilidad en el tiempo de tra-
bajo, que puede operar tanto en beneficio del empresario como del trabajador.

No quedan en el olvido intereses de otro orden, como la proteccién al me-
dio ambiente o la distribucién sostenible de la poblacién, sobre los que habi-
tualmente se omite cualquier mencién expresa. Empero, se traen a colacién en el
predmbulo del Decreto extremeno, que define el teletrabajo como «medida orien-
tada a la gestion mds sostenible de los recursos y a la consecucion de ahorro energético,
de transporte y de otros consumos derivados de la actividad presencial. En el mismo
sentido se pronuncia el preimbulo del Decreto riojano. Por su parte, el del De-
creto balear alude a los objetivos sociales que la correcta implantacién del teletra-
bajo puede alcanzar a largo plazo, «como la disminucién de la contaminacion y el
ahorro de energia avanzando en la linea de la responsabilidad social piiblica».

2.2.2. Ambito de aplicacion

En cuanto a su dmbito de aplicacién, la normativa autonémica opta por
desgranar un listado de puestos susceptibles de ser desempenados en régimen de
teletrabajo para, a renglén seguido, especificar ciertos casos donde expresamente
se excluye esta posibilidad. Por lo general, éste se pone a disposicién del perso-
nal funcionario, estatutario y laboral al servicio de la Administracién de que se
trate o de sus entidades publicas instrumentales®.

24 Asi lo sostiene el art. 2 de la Orden gallega y el art. 3 del Decreto extremefio. Otras normas,
como el Decreto castellanoleonés, se limitan a aludir a los organismos auténomos, entre dichas en-
tidades publicas instrumentales. Por su parte, el Decreto balear incluye sélo al personal funcionario
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Diversos son los criterios acogidos por cada norma para excluir dicha posi-
bilidad. Desde una perspectiva funcional, se conviene en excluir al personal que
ocupe puestos de trabajo en oficinas de registro, atencién e informacién al ciuda-
dano, asi como todos aquellos cuyas funciones conlleven necesariamente la pres-
tacién de servicios presenciales®. Por anadidura, en Galicia queda al margen de
esta posibilidad el personal al servicio de la Administracién de justicia, el que
preste servicios en las instituciones sanitarias del Servicio Gallego de Salud y en
centros docentes?®. El art. 2.2 del Decreto riojano afiade a estas tres exclusiones
la que afecta a los empleados publicos que ocupen un puesto de Secretaria de Di-
reccién General o de Secretarfa General Técnica u érganos asimilados, a quienes
no utilicen ningtin tipo de herramienta informdtica en el desarrollo de las tareas
encomendadas y a aquéllos que ocupen puestos de trabajo relacionados con servi-
cios cuya prestacion efectiva solamente queda plenamente garantizada con la pre-
sencia fisica del empleado publico en el centro de trabajo. También se excluye al
personal docente en el Decreto balear, asi como al personal estatutario al servicio
de la sanidad publica autonémica, al personal laboral de las entidades publicas
empresariales, fundaciones, consorcios o sociedades mercantiles publicas del sec-
tor publico de la Comunidad Auténoma de las Illes Balears. En Castilla y Ledn,
por el contrario, se incluye expresamente al personal docente, mientras que se ex-
cluye al personal que ocupe puestos de trabajo que lleven aparejadas funciones
de direccién, coordinacién o supervision, iguales o superiores a Jefes de Servicio,
y las Secretarias de Altos Cargos. Por su parte, el art. 3 del Decreto extremeno
afade al listado habitual de supuestos excluidos los puestos de estructura cuya
provision se efectie mediante el procedimiento de libre designacion.

La voluntariedad que caracteriza la aplicacién del teletrabajo en las Adminis-
traciones Publicas?” comporta que necesariamente su disfrute deba ser solicitado

representado en la Mesa Sectorial de Servicios Generales y al laboral de servicios generales que presta
servicios en la Administracién de la Comunidad Auténoma de las Illes Balears. El Decreto riojano
alude al personal funcionario y al personal laboral que presta servicios en la Administracién Gene-
ral de la Comunidad Auténoma de La Rioja y sus Organismos Auténomos (art. 2). Incluyendo en el
programa piloto en ella regulado a todo «el personal funcionario, laboral o estatutario», véase el art.
segundo de la Instruccién aragonesa, y citando simplemente al «personal empleado publico», el art. 3
del Decreto valenciano. Mis sucinto es el tenor literal del art. 3 del Decreto vasco, que hace referen-
cia al personal funcionario incluido en el 4mbito de aplicacién del Acuerdo regulador de condiciones
de trabajo del personal funcionario al servicio de la Administracién de la Comunidad Auténoma de
Euskadi y sus Organismos Auténomos y al personal laboral incluido en el 4mbito de aplicacién del
Convenio de Colectivos Laborales al servicio de la Administracién de la Comunidad Auténoma de
Euskadi para los afios 2010-2011. También el Decreto castellanomanchego extiende su émbito de
aplicacién a los empleados publicos que presten servicios en la Administracién de la Junta de Comu-
nidades de Castilla-La Mancha y sus organismos auténomos (art. 2).

% Paradigmdtico resulta lo dispuesto en el art. 3.2 del Decreto castellanoleonés.

26 Art. 2.3 de la Orden gallega.

27 Art. 2.2 del Decreto castellanoleonés; art. 1 del Decreto vasco; art. 5.2 del Decreto extre-
mefio; art. 4 del Decreto castellanomanchego; art. 2 del Decreto balear; art. 4 del Decreto castella-
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por el personal. Para ello, no basta con que el solicitante esté en activo —aun-
que los Decretos balear, catellanoleonés y valenciano?® admiten que se pueda so-
licitar también desde cualquier situacién administrativa que comporte reserva
del puesto de trabajo [arts. 4.1.a), 5.a) y 5.1.a), respectivamente]—, sino que se
exige que el potencial teletrabajador retina una serie de caracteristicas que deno-
ten su pericia en el desempefio del puesto de trabajo en cuestién y unos conoci-
mientos informdticos y telemdticos suficientes®. En concreto, se suele requerir
que cuente con cierta antigiiedad. Las Administraciones Publicas de Castilla y
Ledn, Aragén y Galicia la cifran en, al menos, dos afios®®, precisando, en el caso
de la gallega, que la misma se ha de referir al servicio en el puesto para el que se
solicita el teletrabajo, aunque se admite la acreditacién de una experiencia por
prestacion de servicios en puestos con funciones y tareas andlogas®’. La Admi-
nistracién General de la Comunidad Auténoma de Euskadi y la de la Comuni-
dad Valenciana flexibilizan este requisito, exigiendo que el personal haya desem-
pefado el puesto de trabajo durante periodos que sumen al menos un afo, en
los tltimos dos afios*. Por su parte, la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Castilla-La Mancha cifra dicha antigiiedad en un afo [art. 5.b)]. Me-
nos exigente todavia se muestra la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Illes Balears, para la cual basta con acreditar un «desemperio efectivo minimo
de seis meses en el puesto de trabajo que se pretende desarrollar mediante teletra-
bajo o en otro puesto con funciones andlogas, siempre que en este tiltimo caso ya lleve
un mes en el que ha de ejercer mediante teletrabajo» [art. 4.1.b)]3%. En el extremo

noleonés; art. tercero de la Instruccién aragonesa; art. 2 del Decreto valenciano y art. 13 de la Orden
gallega.

28 Este tltimo dispone que, de ser seleccionada, la persona solicitante ha de reincorporarse a su
puesto de trabajo desde la situacién administrativa en la que se encuentre, siendo excluida, de no so-
licitarlo, del procedimiento de seleccién.

29 Art. 5.1.c) del Decreto castellanoleonés; art. 5.4 del Decreto extremefio; art. 14.e) de la Or-
den gallega. También lo exige el art. 5.1.¢) del Decreto valenciano, que hace alusién en particular, a
las medidas a adoptar para la proteccién de datos. Menos exigente se muestra el Decreto balear, para
el cual bastard con que el solicitante realice una declaracién responsable (art. 4.1). Incrementa el ni-
vel de exigencia el art. 4.1.d) del Decreto vasco, conforme al cual podrd exigirse excepcionalmente la
superacién de una prueba

30 Art. 5 del Decreto castellanoleonés. En este caso, también se admite que se solicite desde la si-
tuacién de excedencia concedida por esta Administracién. Véase, asimismo, el art. 14.a) de la Orden
gallega. En el mismo sentido, art. quinto de la Instruccién aragonesa que, a su vez, requiere de una
antigiiedad minima de seis meses en el puesto de trabajo en cuestion.

31 Se entenderd que concurre dicha circunstancia aunque la prestacién de los servicios haya sido
interrumpida en los tltimos cinco afos, a tenor de la Quinta instruccién de la Resolucién gallega.

32 Arts. 4.1.a) del Decreto vasco y 5.1.b) del Decreto valenciano.

3 En los supuestos en que la solicitud se haga desde alguna situacién administrativa que com-
porte reserva de puesto de trabajo, una vez solicitado el reingreso al servicio activo, se debe acreditar
que se desempefd efectivamente el puesto reservado durante un minimo de seis meses, si hace me-
nos de tres afios desde que dejé de cumplirlo. Si hace mds de tres afios, ademds, se tendrd que ocu-
par como minimo el puesto tres meses, posteriormente al reingreso, antes de acceder a prestarlo en la

modalidad de teletrabajo [art. 4.1.b)].
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opuesto, estd el Decreto riojano y el extremefio, que no exigen antigiiedad al-
guna a los solicitantes.

El reconocimiento de este derecho se supedita también a la naturaleza y ca-
racteristicas del puesto de trabajo, que han de hacerlo susceptible de ser desem-
pefiado de forma auténoma®* a distancia, a través de las nuevas tecnologfas®.

3 Como recuerda la quinta instruccién de la Resolucién gallega.

% En concreto, el art. 14.c) de la Orden gallega, considera como tales «el estudio y andlisis de
proyectos, la elaboracién de informes, la asesorfa, la redaccién y tratamiento de documentos, la ins-
peccidn, la gestién de sistemas de informacion o el andlisis y disefio de sistemas de informacién u
otros andlogos que no requieran la prestacién de servicios presenciales», considerdndose por tales
aquéllos «en que la prestacién efectiva s6lo queda plenamente garantizada con la presencia fisica del/
de la empleado/a». La quinta instruccién la Resolucion gallega afiade a los anteriores la elaboracién
de dictdmenes o actas de inspeccién, la introduccién de datos en bases de datos, y la traduccién. Se
excluyen de manera expresa aquéllos que comporten la presencia del trabajador, como los puestos de
atenci6n directa al publico, los de oficinas de registros, aquéllos cuyas funciones conlleven la nece-
sidad continua de consulta y manejo de documentacién fisica que obre en poder de la Administra-
cién siempre que no quepa su consulta accediendo a las bases de datos de la unidad o a su escaneado,
los puestos de personal conductor, subalterno, técnicos o administrativos de unidades con atencién
veinticuatro horas o los que desarrollen su jornada laboral, de manera permanente, fuera de las de-
pendencias administrativas, como los agentes forestales, los guardacostas o similares. El art. 5.1.b)
del Decreto castellanoleonés cita el estudio y andlisis de proyectos, la elaboracién de informes, las la-
bores de asesoria, la redaccién, correccién y tratamiento de documentos, la inspeccién, la gestién de
sistemas de informacién y comunicaciones y el andlisis, disefio y programacién de sistemas de infor-
macién y comunicaciones. A contrario sensu, excluye los puestos de trabajo en oficinas de registro,
atencién e informacién al ciudadano, as{ como todos aquéllos cuyas funciones conlleven necesaria-
mente la prestacién de servicios presenciales. Igualmente quedan excluidos los empleados ptblicos
que ocupen puestos de trabajo que lleven aparejadas funciones de direccién, coordinacién o super-
visidn, iguales o superiores a Jefes de Servicio, y las Secretarfas de Altos Cargos. Sin 4nimo de men-
cionar de nuevo supuestos ya aludidos, baste destacar que el Decreto extremeno afiade la grabacién
masiva de datos, el mantenimiento de sistemas de informacién y el tratamiento de informacién,
entendiendo por esto dltimo el procesamiento de datos y programacién. El Decreto balear, por su
parte, hace referencia también a quienes utilicen de manera continua y reiterada documentacién ofi-
cial en papel que contenga datos confidenciales o protegidos por la normativa de proteccion de da-
tos de cardcter personal, asi como a quienes ocupen puestos de trabajo que comporten funciones de
direccién, coordinacién o supervisién iguales o superiores a jefatura de servicio o asimiladas, y las se-
cretarfas de altos cargos. (art. 2). El Decreto castellanomanchego incluye la elaboracién de propuestas
de resolucién y aquéllas relacionadas con la gestién de las tecnologfas de la informacién y las comu-
nicaciones y excluye expresamente las jefaturas de servicio de las unidades administrativas y aquellos
cuyo desempefio requiera contactos personales frecuentes (art. 2.2). El Decreto riojano anade la ges-
tién administrativa (como la solicitud de informes, elaboracién de pliegos de contratacidn, elevacién
de propuestas, ejecucién y control presupuestario, y similares), la redaccién de memorias, la prepa-
racién de borradores de proyectos de disposiciones normativas o de actos administrativos generales,
la actualizacién de registros informatizados, la compilacién de informacién, la gestién de sistemas de
informacién y comunicaciones y el andlisis, disefio y programacién de sistemas de informacién y co-
municaciones. La Instruccién aragonesa excluye expresamente las actividades que, «en razén de los
materiales o instrumentos utilizados en el desempenio de sus funciones» no puedan ejercerse en lugar
distinto al centro de trabajo y aquellas para cuya ejecucion se requiere la presencia fisica obligada en
el lugar de desempeno habitual, citando a modo ejemplificativo las de conduccién, mantenimiento,
carreteras, cocina, campo, taller, limpieza o servicios auxiliares (art. quinto). El Decreto valenciano
excluye, a diferencia de los citados, los puestos de naturaleza eventual, los puestos de personal no do-
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También acostumbra a ser requerida la disposicién por parte del trabajador de
los instrumentos de trabajo pertinentes, a la sazén, del equipo informdtico®. So-
bre este extremo, detalla el art. 10 del Decreto castellanoleonés que dicho equi-
pamiento consistird en un ordenador personal que lleve incorporado el sistema
de comunicacién que defina la Administracién «en funcion de la disponibilidad
tecnoldgica y la seguridad de los sistemas», garantizando la accesibilidad, agilidad,
seguridad y confidencialidad de la comunicacién. Asimismo, corresponderd al
personal empleado solucionar las incidencias que le resulten imputables en su
equipo informdtico, previsién que comparte el Decreto castellanomanchego
[art. 5.¢)]. Con el propédsito de mantener la comunicacién entre la persona
teletrabajadora y la Administracién Publica, se prevé que ambos se faciliten mu-
tuamente un numero de teléfono de contacto, déndose por supuesto que los
gastos inherentes a la adquisicidn, instalacién y mantenimiento del terminal que
corresponda al trabajador correrdn a su cargo. En el mismo sentido se pronuncia
el art. 11 del Decreto balear que, al menos, contempla la posibilidad de dirigirse
al servicio de soporte informdtico de la direccidén general competente en materia
de innovacién y desarrollo tecnolégico, cuando las incidencias sean imputables a
los sistemas de informacién de la Administracién (art. 11.8)%, asi como art. 13
del Decreto extremefo. Este altimo, ademds, responsabiliza a quien teletrabaje
de disponer de un espacio de trabajo adecuado a las funciones a desempefar, En
este caso, la Administracion s6lo se compromete a facilitar una cuenta de correo
electrénico, las aplicaciones informdticas necesarias para el desarrollo de su la-
bor cotidiana y un escritorio remoto, con acceso seguro VPN que reproduzca las
condiciones de trabajo de un puesto fisico del centro de destino. De modo mds
tajante, el art. 14. d) de la Orden gallega contempla la necesidad de que el per-
sonal disponga de un equipo informdtico bdsico con acceso a internet y acceso
remoto a la red corporativa de la Xunta de Galicia®®, de un lector de tarjeta, asi
como de teléfono mévil que «no serdn facilitados, en ningin caso, por la Adminis-
tracion de la Xunta de Galicia», equipos cuyo mantenimiento y reparacion in-
cumbe también al empleado.

Sorprende que esta prevision se haya generalizado en la normativa autoné-
mica reguladora del teletrabajo en la Administracién —nétese que el Manual
para la implantacién de programas piloto de teletrabajo en la Administracién

cente en centros docentes y en centros de formacion e insercién profesional, pero también el personal
de emergencias, los destinados en residencias y centros de atencién a personas mayores dependientes
o con diversidad funcional, centros de recepcion y acogida de menores, centros de reeducacidn, co-
medores sociales, centros especializados de atencién a mayores y centros de evaluacién y orientacién
de discapacitados (art. 4).

36 Art. 5.1.d) del Decreto castellanoleonés; art. 4.1.€) del Decreto vasco y art. 15.2 del Decreto
riojano.

37 Como también lo hace el Decreto riojano (art. 15.1).

3 A tenor de la susodicha instruccién quinta, que también prevé la posibilidad de realizar una
prueba técnica.
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General del Estado dispone lo contrario, salvo pacto con el trabajador—, por
ser contraria a la regla general contenida en el Acuerdo Marco Europeo sobre
Teletrabajo, a tenor de la cual serd el empresario quien deba facilitar, instalar y
mantener los equipamientos necesarios para el teletrabajo, corriendo también
con los costes vinculados a las comunicaciones, salvo que se haya acordado lo
contrario. Huelga anadir que esta regla no es sino una manifestacién de la aje-
nidad en los medios propia de la prestacién de servicios objeto del Derecho
del Trabajo (Thibault, 2000: 55 y Mella, 2003, 177), con arreglo a la cual in-
cumbe al empleador proporcionar los instrumentos de trabajo. La cada vez
mds frecuente aportacién de aquéllos por parte del trabajador (Mella, 2015:
175) confirma la transformacién de las notas elementales de la prestacion, que
justifica el estudio de la implementacién de las nuevas tecnologias como cata-
lizador de dicho proceso. Conviene precisar que el Acuerdo Marco admite que
se pacte la utilizacién del equipo propiedad del trabajador, excepcién a la re-
gla general que redunda en perjuicio del trabajador (Pérez de los Cobos, 2005:
1315).

En el polo opuesto se sittan los Decreto vasco y valenciano, cuyos arts. 14 y
8.2 disponen que serd la propia Administracién la encargada de facilitar los re-
cursos para el desempeno del puesto en la modalidad de teletrabajo, a saber: un
ordenador portdtil, un niimero de teléfono IP o mévil corporativo y el acceso a
las aplicaciones informdticas del Departamento en cuestidn, susceptibles de ser
ejecutadas mediante el canal utilizado, en el caso de la Administracién vasca; y
un equipo informdtico, sin mayores precisiones, en cuanto concierne a la valen-
ciana. En este tltimo caso, sélo se prevé un intercambio de nimeros de teléfono
a fin de comunicarse posibles incidencias. Por su parte, incumbe al personal
aportar una linea de acceso a Internet que cumpla con las caracteristicas que de-
fina la Administracién®. El Decreto valenciano prohibe expresamente el uso de
redes de comunicaciones compartidas al publico, habida cuenta del riesgo que
entrafia su uso, que pone en tela de juicio la confidencialidad y la proteccién
de datos. Concretamente, alude a las conexiones a internet ofrecidas por «zien-
das, hosteleria, lugares piiblicos u otros tipo de establecimientos comerciales» y, en
general, de aquellas, que el personal teletrabajador podria verse tentado a utili-
zar para ahorrarse unos costes que jamds deberfa haber recaido sobre su persona.
De lo afirmado, es dable deducir que los gastos inherentes a la conexién serdn a
cargo del trabajador, aspecto digno de critica, por cuanto supone un desplaza-
miento de los gastos requeridos para efectuar la prestacién de servicios hacia el
personal teletrabajador.

3 A mayores, se dispone que las personas teletrabajadoras dispondrdn de una linea de atencién
telefénica receptora de incidencias sobre el servicio dentro del horario del mismo. La asistencia téc-
nica para resolver incidencias relacionadas con el portdtil o el teléfono, si requiere intervencion téc-
nica presencial, se realizard en los dias de jornada presencial.
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También con arreglo esta dltima norma el personal teletrabajador ha de
mantener incélume el equipo facilitado, de manera tal que, cuando una averia
relativa al mismo o a sus aplicaciones impida la prestacién de servicios no pre-
sencial y no pueda ser solventada ese mismo dia, deberd incorporarse a su centro
de trabajo al dia siguiente. Es de advertir que esta previsién hace dificil la conse-
cucién de muchos de los objetivos inherentes a la implantacién del teletrabajo,
puesto que requiere una disponibilidad cxasi inmediata del personal para retor-
nar a la prestacidn de servicios tradicional. Sobra anadir que eso puede ser harto
dificil para quien ha solicitado ejecutar la prestacién de servicios bajo la modali-
dad de teletrabajo para conciliar su vida personal, familiar y laboral, por proble-
mas de salud o por graves inconvenientes vinculados al desplazamiento a las de-
pendencias administrativas, por ejemplo.

Como presupuesto adicional a mencionar, el art. 4.1.c) del Decreto vasco
requiere que el personal desarrolle, o tenga autorizada su solicitud para desarro-
llar, la jornada de trabajo a tiempo total o con una reduccién de un octavo o un
quinto, durante el tiempo en que se va a desarrollar el trabajo en la modalidad
no presencial. Esta misma norma afiade también una prohibicién que afecta a
quien esté realizando, o tenga autorizada la realizacién, de cursos presenciales
de larga duracién en horario laboral durante el tiempo en que se va a ejecutar
el trabajo en la modalidad no presencial. Esta exclusién se justifica con funda-
mento en la incompatibilidad que presentan ambas actividades. No obstante, no
se desestimard la solicitud por incumplimiento de este motivo cuando se trate de
cursos de euskera que se imparten en una localidad préxima al lugar de teletra-
bajo (art. 4.1.g). Resta por recordar que el puesto de trabajo ha de ser suscepti-
ble de ser desempenado mediante esta modalidad de prestacién de servicios. A
su vez, existen normas que requieren la superacién de un curso formativo por

parte del trabajador solicitante®.

2.2.3. Procedimiento de seleccion

La tramitacién de las solicitudes depende de cada Administracién Pablica.
En la Comunidad Auténoma de Euskadi, se dirigirdn a los dérganos competen-
tes en materia de personal de los departamentos, entes u organismos auténomos
a los que estén adscritos los empleados y empleadas solicitantes, dindose tras-
lado de las que retinan los requisitos exigidos a los érganos a los que estén ads-
critas orgdnicamente las personas solicitantes para que, en el plazo de diez dias,
emitan informe sobre la solicitud. Ello se hard a la vista de la propuesta de la
persona responsable de la unidad administrativa de la que dependa funcional-
mente el solicitante sobre la cobertura de las necesidades del servicio. En caso
de propuesta favorable, se indicard el nimero maximo de personas de su uni-

40 Véase el art. 5.1.f) del Decreto valenciano.
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dad que podrian acceder al teletrabajo (art. 5 del Decreto). Ademds, el Area de
Informitica del departamento u organismo auténomo elaborard, en el plazo de
diez dfas, un informe técnico sobre la necesidad de recursos telemaiticos, la co-
nectividad del lugar de teletrabajo, asi como de la posibilidad de desarrollar sus
funciones mediante este tipo de conexién con las prestaciones técnicas requeri-
das para ello?!. A la vista de los informes del érgano al que estd adscrito el em-
pleado o empleada, y en el plazo de un mes desde la presentacién de la solicitud,
el 6rgano competente en materia de personal dictard resolucién motivada de au-
torizacién o denegacién de la solicitud de teletrabajo. Por razones organizativas,
se prevé que la Administracidén pueda hacer convocatorias en las que se determi-
nen las fechas para la presentacién y resolucidn de las solicitudes y el inicio y fin
de la prestacién de servicio en modalidad no presencial (arts. 5. 3.4. y 5 del De-
creto).

En la Comunidad Auténoma de Galicia, compete a la secretaria general, se-
cretaria general técnica u érgano equivalente de las entidades publicas instru-
mentales del sector pablico (art. 15.3 de la Orden), que emitirdn resolucién en
el plazo de tres meses contados a partir de la presentacién de la solicitud, previo
informe conjunto del centro directivo competente en materia de funcién pu-
blica y de evaluacién y reforma administrativa, transcurrido el cual las solicitu-
des se entenderdn estimadas. En cuanto al procedimiento, las personas interesa-
das deberdn presentar su solicitud y la documentacién pertinente ante el titular
del centro directivo donde presten servicios, quien, en el plazo de quince dias,
deberd emitir un informe comprensivo de los siguientes extremos: a) sentido fa-
vorable o desfavorable —en este tltimo supuesto, debidamente motivado— a
peticién de la persona interesada; b) cobertura de las necesidades del servicio;
¢) designacién de un supervisor; d) asignacién de tareas; y e) descripcién de la
forma y medios de llevar a cabo esta supervision.

En la Rioja las solicitudes se dirigirdn a la Secretaria General Técnica o Ge-
rencia del Organismo Auténomo al que esté adscrito el empleado publico soli-
citante, junto con un informe de su Jefe de servicio o equivalente superior jerdr-
quico en el que se indicardn los objetivos que se establecerdn al teletrabajador
haciendo mencién expresa de los medios técnicos con los que cuente en su do-
micilio (art. 8). Una vez presentada la solicitud, la Secretaria General Técnica
o Gerencia del Organismo Auténomo correspondiente deberd remitir a la Di-
reccién General competente en materia de Funcién Publica, en el plazo de un
mes, la propuesta razonada de la Comisién de valoracién de si procede estimarla

41 Cuando la persona solicitante haya prestado servicios en la modalidad de trabajo no presencial
con anterioridad, los informes del 6rgano al que estd adscrito ésta y del Area de Informdtica serén de
ratificacién de los emitidos en el procedimiento anterior y se emitirdn en el plazo de cinco dias, salvo
que se hayan producido cambios en relacién con la cobertura de las necesidades del servicio o con las
necesidades de recursos telemdticos y viabilidad de la conectividad (art. 5.6 del Decreto vasco).
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o desestimarla, acompafiada de la solicitud del empleado publico, la documen-
tacién adjunta a la misma, los informes que estime oportunos que justifiquen la
propuesta realizada y, en su caso, de la prelacién determinada (art. 11). En di-
cha propuesta se ha de incluir el horario que se establece para el cumplimiento
de la jornada en la modalidad de teletrabajo y la designacién de la persona que
actuard de supervisor. El plazo méximo para dictar y notificar la resolucién serd
de tres meses desde la fecha de solicitud del empleado publico.

En Castilla y Ledn la solicitud se dirigird al titular de la Secretaria General
de la Consejerfa o al titular del 6rgano correspondiente del Organismo Autd-
nomo, que dard traslado en el plazo de diez dias hébiles a las Direcciones Ge-
nerales, Delegaciones Territoriales u 6rganos equivalentes de los Organismos
Auténomos en los que preste servicios el empleado publico solicitante, a fin de
que emitan el correspondiente informe en el plazo de veinte dias, debiendo re-
solverse también en el plazo de tres meses (art. 4 de la Orden castellanoleonesa).
Idéntico érgano serd competente en Castilla-La Mancha, si bien el plazo para
resolver serd de un mes (art. 6 del Decreto castellanoleonés). En Extremadura
también han de dirigirse las solicitudes a la Secretaria General, con sujecién al
modelo de solicitud que se apruebe en el correspondiente Programa de Teletra-
bajo (art. 7 del Decreto extremeno), siendo el plazo para resolver de tres meses.

En la Comunidad Auténoma de Illes Balears la solicitud se dirigird a la per-
sona titular de la Secretaria General de la consejeria o al érgano correspondiente
del ente del sector publico instrumental autonémico donde preste servicios el
solicitante (art. 5 del Decreto balear). Dicha solicitud puede ir acompafiada del
informe del jefe de la unidad de trabajo de la cual dependa, con el visto bueno
de la persona que sea su jefe de departamento, o jefe de servicio, si no hubiera.
Si no se adjuntara el informe en cuestién, la Secretarfa General o el érgano equi-
valente, en el plazo de cinco dias hébiles, requerird al jefe de la unidad de trabajo
donde presta servicios la persona solicitante para que lo emita en el plazo de diez
dias hdbiles (art. 6 del Decreto balear). El contenido del mismo hace referencia a
la concurrencia de los requisitos exigidos para solicitar el desempeno del puesto
de trabajo bajo la modalidad que nos ocupa, la cobertura adecuada de las nece-
sidades del servicio, la indicacién de la persona que actuard como supervisora, la
distribucién de la jornada y la aplicacién de los criterios establecidos para con-
ceder la solicitud, en caso de concurrencia de solicitantes. La persona titular de
la consejeria competente en materia de funcién publica ha de dictar y notificar
una resolucién motivada sobre la aceptacion o denegacién de la solicitud formu-
lada en el plazo méximo de dos meses, a contar desde la solicitud de la persona
interesada (art. 6.3).

Por su parte, en el programa piloto puesto en prictica por la Instruccién
aragonesa, las solicitudes se dirigirdn al Director General de la Funcién Publica
y Calidad de los Servicios (art. sexto), mientras que el Decreto valenciano de-
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sigha como competentes a las Subsecretarias u érganos competentes en mate-
ria de personal de las Consellerias u organismos proponentes, quienes analizardn
las solicitudes y las valorardn de conformidad con el baremo previsto en el pro-
grama de teletrabajo, previo informe del érgano superior o directivo con compe-
tencias sobre el colectivo afectado (art. 14.2).

La conciliacién vuelve a cobrar relevancia como finalidad de la implantacién
del teletrabajo en las Administraciones Publicas cuando, en el supuesto de exis-
tir varias solicitudes de teletrabajo en la misma unidad, se impone valorar prefe-
rentemente las solicitudes de las personas interesadas que cumplan los requisitos
de flexibilizaciéon por razones de conciliacién de la vida familiar y laboral, segin
la Orden gallega. Por su parte, el art. 6 del Decreto castellanoleonés dispone
que, si por cuestiones de organizacién administrativa no fuera viable conceder la
solicitud a todas ellas, agotadas las posibilidades de rotacién o de acuerdo entre
los empleados publicos y la Administracién, se valorardn preferentemente las si-
guientes circunstancias debidamente acreditadas: a) que tengan a su cargo per-
sonas mayores de 65 afios que precisen cuidados continuados, hijos menores de
doce afios, familiares hasta el segundo grado de consaguinidad o afinidad con
discapacidad o familiares con enfermedad grave hasta el segundo grado de con-
saguinidad o afinidad*?; b) que se trate de empleados ptiblicos con discapaci-
dad; ¢) que se trate de empleadas publicas victimas de violencia de género; d) el
tiempo y distancia de desplazamiento del domicilio al lugar de trabajo o la difi-
cultad para acceder a un servicio o transporte publico; e) la realizacion por parte
de los empleados publicos de estudios reglados o relacionados con el puesto de
trabajo y f) el no tener autorizada compatibilidad para el desempeno de un se-
gundo puesto de trabajo, cargo o actividad en el sector publico o privado. Si-
milares criterios aporta el Decreto castellanomanchego que, en caso de empate,
aboga por decantarse a favor del solicitante que ostente mayor antigiiedad en el
puesto de trabajo. El programa piloto regulado por la Instruccién aragonesa re-
comienda atender a la existencia de hijos, familiares o personas dependientes de
personal, a la necesidad de cuidado de la propia salud, a necesidades derivadas
de dificultades en la movilidad, de discapacidades fisicas, psiquicas, sensoriales e
intelectuales, a la distancia del domicilio habitual al centro de trabajo asi{ como a
situaciones puntuales de formacidn y capacitacion (art. séptimo).

Parecidos son los criterios adoptados para el mismo fin por el Decreto vasco
que, no obstante, dota su enumeracién de una mayor claridad y sistematizacién,
ordendndolos en cuatro categorias: a) aspectos relacionados con la salud labo-
ral de la empleada o empleado publico: discapacidades permanentes o tempo-

42 Las referencias que en este apartado se hacen al parentesco en grado de afinidad incluyen tam-
bién el parentesco entre el empleado publico y los parientes por consaguinidad de su pareja de hecho
(art. 6.1 del Decreto castellanoleonés).
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rales; b) violencia de género; c) conciliacién de la vida familiar y laboral*3; d)
tiempo y distancia de desplazamiento del domicilio al lugar de trabajo o dificul-
tad para acceder a un servicio o transporte publico para este desplazamiento; e)
realizacion de estudios relacionados con el puesto de trabajo y f) realizacién de
estudios reglados no relacionados con el puesto de trabajo o desarrollo de una
actividad en el sector publico o privado, para la que se tiene autorizada la com-
patibilidad (art. 6 del Decreto). Los mismos llevan asociados una puntuacién a
tener en cuenta a la hora de resolver la solicitud.

Similar es el sistema adoptado por el Decreto extremefio, que también des-
grana una serie de circunstancias vinculadas a la conciliacién de la vida personal
y familiar, a la situacién de violencia de género, al tiempo de desplazamiento al
centro de trabajo, a la realizacién de estudios asi como a la discapacidad y salud
de la persona solicitante (art. 8)%. Es de advertir que su Disp. Ad. Primera re-
conoce una preferencia absoluta a favor de las trabajadoras en estado de gesta-
cién, finalizando la prestacién de servicios en régimen de teletrabajo una vez ha-
yan cesado las causas que la motivaron. Para la comprobacién de los requisitos
de los solicitantes y, €n su caso, su valoracién, se constituira una comision, cuya
composicién se adecuard al criterio de paridad entre hombres y mujeres, que, en
todo caso, garantizard un adecuado perfil profesional®. Lo propio hace el De-
creto riojano, que enumera entre los criterios a considerar los vinculados a la
conciliacién entre la vida personal y laboral, la discapacidad, la situaciéon de vio-
lencia de género, el tiempo y distancia de desplazamiento del domicilio al lugar
de trabajo o la dificultad para acceder a un servicio de transporte publico, la rea-
lizacién por parte del empleado publico de estudios reglados o relacionados con
el puesto de trabajo, su permanencia en la Administracién asi como los medios
técnicos con que cuente en su domicilio (art. 7).

4 Entre los cuales se detallan a) el tener, por razones de guarda legal, a su cuidado directo algin
o alguna menor de doce afios o persona discapacitada fisica, psiquica o sensorial que no desempefie
actividad retribuida o familiar que padezca enfermedad grave continuada y conviva con el mismo o
b) el tener que atender o cuidar a un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad,
o incluso de grado mds lejano si mediara convivencia, por tener dificultades de movilidad o padecer
una enfermedad grave continuada, acreditada por informe médico.

4 En caso de igualdad en la puntuacién total, se desempatard, sucesivamente, por la mayor pun-
tuacién obtenida en los distintos apartados en el orden en que estdn indicados. De persistir, se resol-
verd por sorteo publico.

4 La misma estar4 constituida por la persona titular de la Direccién General de la Funcién
Pablica, Recursos Humanos e Inspeccién o persona que la sustituya, que actuard a la sazén como
Presidente; un representante de la Direccién General de la Funcién Publica, Recursos Humanos e
Inspeccién, un representante de la Direccién General de Administracién Electrénica y Evaluacién
y un representante de la Consejerfa afectada por el Programa de Teletrabajo aprobado en cada caso,
en calidad de vocales y un funcionario de la Consejerfa de Administracién Piablica como Secretario,
con voz y voto. Ademds, podrén asistir a las reuniones, con voz y sin voto, un representante de cada
una de las organizaciones sindicales con representacién en la Mesa Sectorial de Administracién Ge-
neral.
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El Decreto balear exige agotar las posibilidades de rotacién, de turnicidad
o de acuerdo entre las personas solicitantes, tras lo cual se autorizard a quien
no haya tenido concedida, durante los dieciocho meses consecutivos inmedia-
tamente anteriores, la prestacién de servicios mediante la modalidad de teletra-
bajo. Si todos los solicitantes ya la han disfrutado, el reconocimiento del dere-
cho se resolverd, una vez mis, acudiendo a una serie de criterios vinculados a la
conciliacién de la vida familiar y personal con la laboral, a la situacién de disca-
pacidad o alteracién de la salud que afecte a la movilidad, a la situacién de vio-
lencia de género, a la realizacién de estudios reglados relacionados con el puesto
de trabajo o a la distancia de desplazamiento del domicilio al puesto de trabajo.
Coinciden con los supuestos anteriores en llevar aparejada cierta puntuacién, de
manera tal que quien alcance una suma mayor ostentard un derecho preferente a
que le sea concedida su solicitud. Es de notar el detalle con el que se define cada

uno de estos supuestos*°.

Por tdltimo, el Decreto valenciano se remite al programa de teletrabajo, que
serd el encargado de fijar el baremo aplicable a la seleccién del personal, que de-
berd ajustarse a los enumerados en su Anexo II, que alude a causas vinculadas
con la conciliacién, la diversidad funcional del solicitante y la distancia entre el
lugar de trabajo y su domicilio.

2.2.4. Contenido de la prestacion

Para evitar que el teletrabajo produzca desarraigo «o un cambio de hdbitos y
rutinas de tal magnitud que la vuelta a la modalidad presencial pueda causar algiin
perjuicio a la persona empleada» (art. 8 del Decreto vasco), la normativa vasca,
extremenia, balear?’, valenciana y gallega establecen un limite temporal de un
afio, sin perjuicio de su prérroga si persisten las mismas condiciones que hayan
motivado su concesién, en la Comunidad Auténoma de Galicia y en la Comu-
nidad Valenciana®. Por su parte, los Decretos vasco y extremefio preceptian
que el tiempo minimo entre periodos de teletrabajo ha de ser de seis meses, si
bien en el primero, «por razones de urgencia y necesidad de la prestacion del ser-
vicio se permite la autorizacion de nuevos periodos de teletrabajo antes de que haya
transcurrido este tiempo minimo, de una duracion no superior a dos meses». Por su

46 Véase art. 7.4 del Decreto balear.

47 Con arreglo al art. 8.2 del Decreto balear, «la autorizacién por tiempo inferior a un afio se ird
prorrogando automdticamente por meses, a menos que la persona autorizada comunique, antes de fi-
nalizar el plazo inicialmente autorizado o de prérroga, la voluntad de reincorporarse a la modalidad
presencial al acabar el mismo».

48 A tal efecto, la persona que teletrabaje solicitard su prérroga con una antelacién minima de
dos meses a la fecha de finalizacién. No serd necesaria la presentacion del cuestionario relativo a la
informacién de riesgos en el teletrabajo ni del test de autoevaluacién de riesgos laborales siempre y
cuando se mantengan las circunstancias descritas en ellos (instruccién quinta).

4 Véase art. 4 del Decreto extremefio.
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parte, el Decreto castellanomanchego permite su autorizacién «por tiempo inde-
finido» (art. 6.4). El programa piloto implantado por la Instruccién aragonesa
prevé experiencias mds breves, de tres meses de duracién, aunque dichos perio-
dos son susceptibles de prérroga, sin que se fije un limite mdximo expresamente.

El Decreto balear afiade a ese periodo mdximo uno minimo, de seis meses
(art. 9), lo que se compadece mal con la voluntariedad de la prestacién de servi-
cios bajo esta modalidad, salvo que se entienda que el trabajador conserva el de-
recho a revertir su situacién sin que haya transcurrido dicho semestre. Sin em-
bargo, la exigencia de acreditar una causa justificativa (art. 14.3 del Decreto)
para poder retornar al trabajo presencial antes de la fecha de finalizacién pre-
vista®® desmiente que en este caso el teletrabajo constituya una modalidad libre-
mente reversible. También flexibiliza el limite madximo, previendo que después
de un afio se pueda prorrogar la autorizacién como mdximo hasta dieciocho me-
ses en total, previa solicitud de la persona interesada, «siempre que se mantengan
los requisitos y previa nueva evaluacion de los criterios preferentes de autorizacion».
Ademds, la persona interesada podrd solicitar la nueva autorizacién al menos dos
meses antes de finalizar los dieciocho meses sin que se tenga que producir la in-
terrupcién de la prestacién con esta modalidad.

En cuanto atafie a la forma en la cual se desarrollard la prestacion de servi-
cios, se advierte que las funciones no serdn otras que las que el trabajador ve-
nfa desempefando en su puesto de trabajo habitual, «alve las ligadas a la pre-
sencia fisica en las dependencias administrativas» (art. 15.3 de la Orden gallega).
La pluralidad de normas examinadas conviene en regular una prestacién en la
modalidad de teletrabajo llevada a cabo en alternancia con el trabajo presen-
cial. El Decreto balear impide que se puedan efectuar mds de tres jornadas se-
manales en régimen de teletrabajo (art. 9.1). La Orden gallega comparte dicha
regla y, ademds, impide que las jornadas sean consecutivas, salvo que asi lo re-
quieran las necesidades del servicio y asi se haga constar en el informe emitido
por el centro directivo. Por su parte, el Decreto castellanoleonés y el valenciano
(art. 7.1)! preceptiian que la jornada de trabajo se distribuya de manera que al
menos tres dias a la semana se presten de forma no presencial. El Decreto vasco
también dispone el desempefio de la prestacién de manera no presencial du-
rante tres dias, y de manera presencial en los dos restantes (art. 8.2). Las cuatro

50 Solicitud que ha de realizarse con un preaviso minimo de quince dias. Una vez acreditada la
causa alegada, se dictard una resolucién motivada de finalizacién de la prestacién del servicio en la
modalidad de teletrabajo.

5! Aunque el valenciano se remita a lo dispuesto en el programa concreto de teletrabajo que,
atendiendo a las caracteristicas especificas de los puestos de trabajo, establecerd la distribucién de la
jornada y el sistema de control concretos, sin que en ningln caso el nimero de dias de modalidad
presencial pueda ser inferior a dos (art. 7.3). No obstante, se advierte que siempre debe existir un
porcentaje del tiempo de trabajo, determinado en el programa de teletrabajo, no inferior al veinte
por ciento, de la prestacidn de servicios de modo presencial,
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normas rechazan que la jornada diaria pueda fraccionarse en ambas modalida-
des’2. El Decreto extremeno fija directamente en tres los dias semanales desti-
nados a la prestacién de servicios no presencial, (art. 4.2), si bien permite a las
trabajadoras en estado de gestacién la prestacién del total de la jornada en régi-
men de teletrabajo (Disp. Ad. Primera). También prevé la posibilidad de cum-
plir la totalidad de la jornada en régimen de teletrabajo el Decreto castellanoleo-
nés (Disp. Ad. 1.2), ante situaciones de alerta sanitaria, u otros acontecimientos
de cardcter extraordinario, volviendo a alternarla con la prestacién presencial
cuando hayan cesado dichas causas.

Mis flexible se muestra el Decreto castellanomanchego, a tenor del cual «e/
porcentaje de jornada de teletrabajo nunca podrd ser superior al cuarenta por ciento
de la jornada de trabajo en computo mensual, siendo obligada la asistencia presen-
cial al puesto de trabajo el tiempo restante» (art. 3.2). Al amparo de esta normativa
tampoco cabrd fraccionar la jornada diaria entre sendas modalidades, pero nada
impide que se teletrabaje hasta alcanzar el porcentaje méximo sin solucién de
continuidad (art. 3.1). También el Decreto riojano ofrece un marco normativo
maleable al permitir desempenar entre un veinte y un cuarenta por ciento de la
jornada de forma no presencial (art. 14.1)%3. Cruzando ese limite, la Instruc-
cién aragonesa permite que, en el marco del plan piloto que regula, el tiempo
dedicado a la prestacién de servicios bajo la modalidad de teletrabajo pueda lle-
gar al cincuenta por ciento de la jornada total en cémputo semanal. La distribu-
cién concreta de ese horario se acordard entre el teletrabajador y su supervisor
directo, pudiendo ser por dias completos, en cuyo caso se limitard a un maximo
de dos dias por semana, o en una parte de la jornada diaria (art. cuarto).

Para evitar el aislamiento entre los diversos miembros del personal y pro-
piciar las sinergias que contribuyen a la eficiencia de cualquier organizacién, el
Decreto valenciano dispone, con buen criterio, que al menos un dia a la semana
coincida toda la plantilla en las dependencias fisicas (art. 7.5). Asimismo, por
necesidades del servicio debidamente justificadas, podrd ser requerida la presen-
cia en el centro de trabajo del personal que preste servicios en la modalidad de
teletrabajo con una antelacién minima de veinticuatro horas (art. 7.6 del De-
creto valenciano). Con idéntico propésito, el Decreto vasco (art. 8.2) precep-
tia que uno de los dias en los que la prestacidn sea presencial se dedique a reu-

52 Art. 8.1. del Decreto castellanoleonés; art. 8.2 del Decreto vasco; art. 9 del Decreto balear y
art. 7 del Decreto valenciano.

53 La jornada ordinaria estd establecida en treinta y siete horas y media semanales de trabajo
efectivo, por lo que, el veinte por ciento de la jornada laboral semanal supone un total de siete ho-
ras y media y el cuarenta un total de quince horas. A su vez, entre las siete horas y media y las quince
horas semanales, se puede establecer la acumulacién en uno o dos dias completos semanales, o su
distribucién irregular a lo largo de la semana que podrén disfrutarse bien al inicio, bien al final de la
jornada; de ocho a diez y media de la mafiana y de la una a las tres y media de la tarde para emplea-
dos que realicen jornada continuada.
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niones de coordinacién, formacidn, participacion en proyectos comunes u otras
cuestiones que determine la persona responsable de la unidad administrativa,
que serd ademds la encargada de fijarlo (art. 8.2).

Ademis, la Orden gallega impone , durante la jornada dedicada al teletra-
bajo, un deber de presencia virtual, en virtud del cual ha de tener activado el
correo corporativo y el teléfono mévil, pudiendo ser requerida su presencia en
las dependencias administrativas si asi fuera preciso por las necesidades del ser-
vicio. A tal fin, se sefalard el horario en que el personal deberd estar disponible
en la resolucién de concesién®. En idéntico sentido, merece especial mencién
lo dispuesto en los arts. 8.5 del Decreto vasco y 7.1 del valenciano, cuando con-
templan la posibilidad de fijar periodos minimos de interconexién para la reali-
zacion del trabajo, pudiendo hacerse coincidir con unas franjas horarias deter-
minadas, en las que las necesidades del servicio hacen necesaria la comunicacién
entre la Administracién y la persona teletrabajadora. Ciertamente, concurren ra-
zones organizativas que avalan la previsién de estos periodos de conexién, mas
no deja de echarse en falta la regulacién de periodos de desconexién, durante
los cuales el trabajador tenga el derecho-deber de desconectar (Mella, 2016: 30)
y apartarse del trabajo, habida cuenta del riesgo que el teletrabajo entrafia para
aquellos trabajadores propensos a padecer cierta adiccién al trabajo (Pérez de los

Cobos y Thibault, 2001, 80; y Mella, 1998: 663).

A fin de garantizar la correcta prestacion de servicios de los empleados pu-
blicos que opten por el teletrabajo, también resulta comdn la previsién de acti-
vidades formativas especialmente dirigidas a estos trabajadores, aunque unica-
mente la norma vasca y la riojana configuran su superacién como un requisito
necesario para acceder a la prestacién de servicios en esta modalidad no presen-
cial®>. En su momento, el Decreto castellanoleonés ya encomendé a la Escuela
de Administracién Publica de Castilla y Ledn la tarea de facilitar al personal
empleado la formacién relativa al desempeno de la jornada de trabajo no pre-
sencial, asi a la prevencién de riesgos laborales. La misma competencia ha sido
atribuida al Instituto Vasco de Administracién Publica, quien también ha de
formar al personal teletrabajador sobre proteccién de datos de cardcter perso-
nal’®. También la Escuela Gallega de Administracién Publica llevard a cabo ac-
tividades formativas al respecto. De cara al teletrabajador, éstas incidirdn en ma-
terias tales la proteccidn de datos, la confidencialidad, los soportes telemdticos a
emplear y la prevencion de riesgos laborales. Es menester hacer hincapié en esta
ultima, ya que al teletrabajador se le impone el deber de cumplir la normativa

54 Instruccién quinta.

55 Art. 4.1.f) del Decreto vasco, que supedita su concesién a la superacién de los cursos de for-
maci6n del Instituto Vasco de Administracién Publica relativos a la prestacién del servicio en la mo-
dalidad no presencial. Cfr. art. del Decreto riojano.

56 Art. 17 del Decreto vasco.

LaN HARREMANAK/36 (2017-1) (216-246)



EL TELETRABAJO EN LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS 241

en materia de seguridad y salud laboral, para lo cual se le facilita a través de la
intranet un «Manual de informacion para teletrabajador o teletrabajadoray, al cual
convendria afiadir de manera preceptiva formacion especifica y personalizada.

Se sostiene esta posicion, por mds que a la solicitud deba adjuntarse un cues-
tionario relativo a la autoevaluacién de riesgos laborales en el teletrabajo’ amén
de una declaracién relativa a la informacién de riesgos laborales en el teletra-
bajo. Esta implica el compromiso de adoptar las medidas de seguridad e higiene
contenidas en el citado Manual y las que, en su caso, recomiende el Servicio de
Riesgos Laborales una vez evaluado el cuestionario de autoevaluacién (sic.)’8. A
fin de facilitar dicha tarea, el Servicio de Prevencién de Riesgos Laborales pres-
tard asesoramiento telefénico, cuando asi se precise. Asimismo, la norma gallega
prevé la posibilidad de acordar una inspeccién presencial en el domicilio del tra-
bajador, previa autorizacién, habida cuenta de la especial proteccién de la que es
acreedor el dmbito donde se ejecuta la prestacion de servicios, inviolable, a fin
de proteger la intimidad del trabajador y de su familia (Mella, 2015: 179).

También la norma balear hace descansar sobre el personal buena parte de
la actividad preventiva, previa informacién recibida de la propia Administra-
cién relativa a la politica en materia de salud y seguridad en el trabajo, especial-
mente sobre las exigencias relativas a las pantallas de datos. Es la persona auto-
rizada la encargada de rellenar el cuestionario de autocomprobacién en materia
de prevencién de riesgos laborales para el puesto de teletrabajo facilitado por el
servicio competente en materia de seguridad y salud laboral de los empleados
publicos de la Administracién de la Comunidad Auténoma de las Illes Balears
(art. 11.5 del Decreto balear). La exigencia de dicho cuestionario también con-
curre en el Decreto valenciano (art. 9.1), que prevé, no obstante, la solicitud de
una inspeccién domiciliaria, voluntaria, por las razones arriba indicadas.

La norma vasca, por su parte, prevé que el Servicio de Prevencién de Ries-
gos Laborales «facilite» al personal la evaluacién de riesgos de su actividad, asi
como la formacién e informacién necesaria en materia de seguridad y salud la-
boral para evitar dichos riesgos o, de ser inevitables, «<minimizarlos y disponer la
aplicacidn de las medidas preventivas necesarias» (art. 16). A tal efecto, se cen-
tra la atencién en la formacién del personal, que deberd acudir a una sesién
donde se le indicard como debe acondicionar su puesto de trabajo fuera de las
dependencias administrativas, y se le ilustrard sobre las nociones necesarias so-
bre seguridad y ergonomia en los puestos de trabajo con pantallas de visualiza-

57 También solicitado por el art. 10.7 del Decreto castellanoleonés, donde se dispone que «los
empleados deberdn cumplimentar el cuestionario de autocomprobacién en materia de prevencién de
riesgos laborales para el puesto de teletrabajo facilitado por el Servicio competente en materia de Se-
guridad y Salud Laboral de los empleados publicos de la Administracién de la Comunidad de Cas-
tilla y Ledn».

58 Instruccién quinta.
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cién de datos, conocimientos cuya adquisicién deberd acreditar a través de un
prueba. También aqui se reconoce el derecho de las personas teletrabajadoras a
solicitar al Servicio de Prevencién el examen del puesto de trabajo en su lugar
de teletrabajo. No obstante, el relevante rol del trabajador en la aplicacién de la
normativa en materia de seguridad y salud en el trabajo (Mella, 2015: 175) se
evidencia cuando se advierte que, en el caso de que el Servicio de Prevencién re-
comiende adoptar medidas correctoras en el puesto de trabajo, serd responsabili-
dad del personal teletrabajador su implantacién.

De menor calado parece la competencia formativa atribuida a la Escuela Ba-
lear de Administracién Puablica, que acreditard el correcto cumplimentado por
el personal de un cuestionario relativo las formas de cumplimiento de la jor-
nada de trabajo no presencial, evaluacién por objetivos, prevencién en riesgos
laborales, proteccién de datos, seguridad informdtica y confidencialidad ad-
ministrativa. Ello se hard previa puesta a disposicién de un «manual de teletra-
bajo» donde se recogerdn los contenidos objeto de evaluacién, cuestionario que
se tendrd que rellenar antes de empezar cada nuevo periodo en la modalidad de
teletrabajo (art. 12 del Decreto balear).

Mis lacdnico todavia se muestra el Decreto castellanoleonés, cuando atri-
buye a la Administracién la competencia para facilitar al personal empleado
publico la formacién necesaria para la prestacion de servicios mediante teletra-
bajo, asi como a las personas responsables de las unidades administrativas la for-
macién necesaria en técnicas de direccién por objetivos, planificacion y gestién

(art. 4.4).

Procede hacer alusién también a las competencias formativas atribuidas a la
Escuela Riojana de Administracién Publica (art. 19 del Decreto riojano), que
ha de impartir un curso destinado al personal autorizado a teletrabajar con un
contenido similar a los citados anteriormente, curso cuya realizacién se tendrd
en cuenta en futuros periodos de teletrabajo®®. Aunque la Instruccién aragonesa

59 También el Decreto riojano atribuye al Servicio de Prevencién de Riesgos Laborales el de-
ber de facilitar al personal «la evaluacién de riesgos de su actividad, as{ como la informacién necesa-
ria en materia de seguridad y salud laboral para evitar los riesgos laborales o, si son inevitables, mini-
mizarlos y disponer la aplicacién de las medidas preventivas necesarias». Por su parte, el personal ha
de acudir a una sesién formativa donde se le indicard como debe acondicionar su puesto de trabajo
fuera de las dependencias administrativas, asi como las nociones necesarias sobre seguridad y ergono-
mia en los puestos de trabajo con pantallas de visualizacién de datos, sesién de preceptiva asistencia,
debiendo las personas empleadas acreditar los conocimientos adquiridos mediante la prueba corres-
pondiente (art. 18). No obstante, el Servicio de Prevencién les proporcionard asistencia y asesora-
miento telefénico cuando lo precisen. Igualmente, los empleados publicos teletrabajadores podrin
solicitar al Servicio de Prevencién de Riesgos Labores el examen del puesto de trabajo en su domici-
lio particular. Se accederd a esa peticién cuando el Servicio considere que es necesaria esa presencia
domiciliaria. En el caso de que el Servicio de Prevencién recomiende adoptar medidas correctoras en
el puesto de trabajo, serd responsabilidad del personal teletrabajador su implantacién.
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también contempla la recepcién de formacion por parte de los sujetos involucra-
dos® —teletrabajadores y supervisores—, no sefiala 6rgano alguno encargado de
tal cometido, como tampoco lo hace el Decreto valenciano (art. 10).

Pensando en el personal responsable de los quienes presten servicios bajo esta
modalidad, se prevé facilitar una formacién orientada hacia técnicas de direc-
cién destinadas a evaluar el desempeno con base en la consecucién de determina-
dos objetivos®!. Este aspecto adquiere especial relevancia, toda vez que la propia
normativa, como la instruccién quinta de la Resolucién gallega, recuerda que los
trabajadores ejecutardn su prestacion «por objetivos, segiin las tareas que sean enco-
mendadas por la persona supervisora, que serd la responsable de verificar su adecuado
desemperio a través de los indicadores acordados y de los medios de seguimiento de la
actividad que se establezcan». En concreto, el Decreto vasco afiade que las tareas
a realizar y los resultados a obtener durante el desarrollo de la jornada de trabajo
bajo la modalidad no presencial «se fijard por acuerdo entre la persona responsable
de la unidad administrativa y el empleado o empleada», otorgando asi una mayor
participacién a la persona trabajadora. En caso de desacuerdo, resolverd el érgano
al que esté adscrita la persona empleada, siguiendo los criterios que establezca al
respecto la Direccién de Relaciones Laborales (art. 9). Aunque su escaso poder
de negociacién impide que esta precisién se erija en garantia del cardcter razona-
ble de los objetivos fijados, no deja de constituir un avance en el participacién de
la persona trabajadora en la organizacién del trabajo. El Decreto balear, por su
parte, s6lo prevé la puesta a disposiciéon de un manual relativo a técnicas de eva-
luacién, direccién por objetivos, planificacion y gestién y formas de cumplir la
jornada de trabajo no presencial (art. 12.2).

Siendo la reversibilidad®? en la adopcién del teletrabajo una caracteristica del
mismo —salvo lo dispuesto en el Decreto balear (art. 14)—, correlato de la vo-
luntariedad de su solicitud®, ha de garantizarse el retorno a la prestacion de ser-

60 Su art. octavo contempla la necesidad de deparar formacién en teletrabajo, manejo de las he-
rramientas informdticas y de telecomunicaciones que vayan a utilizarse durante la realizaciéon del
programa piloto, medidas necesarias de proteccién de la salud y prevencién de riesgos laborales en el
puesto de trabajo, proteccién y confidencialidad de datos, establecimiento y evaluacién de objetivos
y resultados y gestion eficaz del tiempo.

61 Art. 11 del Decreto castellanoleonés: art. 19 del Decreto riojano; art. 16 de la Orden gallega y
art. 17 del Decreto vasco. También se prevé facilitar acciones formativas a los responsables en el art.
12 del Decreto extremefio, cuyo seguimiento serd obligatorio.

62 A la que alude de manera directa el art. 5 del Decreto extremefio, sf como del art. 4 del De-
creto riojano. Este tltimo requiere que la renuncia sea comunicada «a la Secretaria General Técnica
o Gerencia del Organismo Auténomo al que este adscrito el teletrabajador, quien la remitird en un
plazo no superior a diez dias al titular de la Direccién General competente en materia de funcién pi-
blica, junto con una propuesta de fecha de incorporacion del teletrabajador a la modalidad presen-
cial» (art. 13).

3 Aunque el Decreto valenciano exija que medie comunicacién de la persona teletrabajadora,
con un preaviso minimo de quince dias, no deja de tratarse de un requisito formal que no empece el
cardcter voluntario del teletrabajo (art. 11).

LaN HARREMANAK/36 (2017-1) (216-246)



244 AvLICIA VILLALBA SANCHEZ

vicios presencial a instancia del trabajador. Ademds de por su propia voluntad,
la prestacién de servicios en régimen de teletrabajo se podrd revertir por causas
tales como las necesidades del servicio, el incumplimiento de los objetivos esta-
blecidos asi como por circunstancias sobrevenidas que alteren sustancialmente
las condiciones y los requisitos que motivaron la resolucién de autorizacién®. El
cambio de puesto de trabajo supondrd también la pérdida del derecho al teletra-
bajo con arreglo a la normativa gallega®, y el mutuo acuerdo de la partes®. El
Decreto vasco prevé también la posibilidad de suspender temporalmente la pres-
tacion de servicio en la modalidad de trabajo no presencial «por circunstancias
sobrevenidas que afecten a la persona empleada o a las necesidades del servicio que
Justifiquen la medida» (art. 11)%7.

Expuestos las singularidades de la regulacién autonémica que se han consi-
derado dignas de mencién, huelga anadir que el personal teletrabajador tendrd
los mismos derechos y deberes que el que desempene sus funciones en régimen
integramente presencial, sin que pueda sufrir variacién alguna en sus retribu-
ciones. Aunque algunas normas se ocupan de subrayar este extremo®, en la
préctica la prestacién de servicios en régimen de teletrabajo comporta desven-
tajas que convendria superar. A modo de ejemplo, es de advertir que el despla-
zamiento de costes a que da pie la aportacién y mantenimiento del material
informdtico y el sostenimiento de la conexién a la red por parte de quienes de-
sarrollen sus funciones bajo esta modalidad comportan una notable minora-
cién indirecta de las retribuciones a percibir, frente a lo cual no los protege esta
normativa.

%4 Se dispone que la resolucién por la que se modifique o revoque la autorizacién de la presta-
cién de servicios en régimen de teletrabajo deberd ser comunicada con una antelacién minima de
quince dfas naturales (art. 15.4 de la Orden gallega). Véase también el art. 4.4 del Decreto castella-
noleonés, que exige audiencia previa del personal afectado y el art. 7.1 del Decreto castellanoleonés.
No obstante, este tltimo dispone que «la autorizacién quedard asimismo sin efecto por la finaliza-
cién del plazo establecido, en su caso, o por cese en el puesto de trabajo. Sin embargo, en el caso de
cese en el puesto de trabajo como consecuencia de un cambio de puesto, el érgano competente po-
drd autorizar la continuidad de la prestacién de servicios en régimen de teletrabajo si el nuevo puesto
es de similares caracteristicas al anterior y siempre que sea susceptible de prestacion en régimen de te-
letrabajo.

% Instruccién quinta.

66 Art. 12.1.d) del Decreto vasco.

7 En la tramitacién del procedimiento se dard audiencia a la persona afectada. Acreditadas las
circunstancias justificativas, el érgano competente en materia de personal dictard resolucién moti-
vada de suspension de la autorizacién, en la que se sefialard el plazo de suspension (art. 11).

%8 Véase el art. 9 del Decreto castellanoleonés y art. 10 del Decreto vasco.
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.7
3. Conclusién

El desarrollo de las nuevas tecnologias de la informacién y de la comunica-
cién ha hecho que éstas trascendieran su rol instrumental, erigiéndose en cata-
lizadores de la evolucién de la prestacion de trabajo. Esta transformacidn afecta
notablemente a aquellos puestos de trabajo para cuyo desempefo se requiere
una mayor autonomia funcional y una formacion especializada, puestos que
abundan en el sector privado, pero no menos en las Administraciones Publicas.
Lamentablemente, la implementacién de nuevas formas de trabajo no presencial
basadas en el uso de las nuevas tecnologias, como el teletrabajo, no goza todavia
de reflejo en el EBEP, tras cuya refundicién se ha perdido una oportunidad para
disenar un marco juridico a partir del cual regular el teletrabajo en las diversas
Administraciones Publicas.

Frente a la inactividad del legislador estatal, merecen una favorable acogida
las experiencias llevadas a cabo a nivel autonémico. Diversas han sido las Comu-
nidades Auténomas que, en ejercicio de sus competencias, han regulado la pres-
tacién de servicios no presencial a través del teletrabajo del personal al servicio
de sus respectivas Administraciones. Pese a ofrecer una regulacién sistemdtica
del teletrabajo, estas normas muestran algunos extremos susceptibles de mejora.
En primer término, todas ellas coinciden en identificar el teletrabajo con aquél
desarrollado desde el domicilio del trabajador, pese que éste no es sino una espe-
cie perteneciente a un género que comprende todo aquel trabajo no presencial
basado en el uso de las nuevas tecnologias. Lo limitado de su dmbito se com-
prende mejor al abordar la finalidad de dichas normas, que comparten el afin
de propiciar la conciliacién de la vida personal, familiar y laboral. Siendo este
un loable objetivo, convendria plantearse la regulacién de otras modalidades
de teletrabajo, amén de la prosecucién de otros objetivos de interés social, tales
como la proteccién del medio ambiente, la redistribucién de la poblacién o la
prevencién de accidentes y molestias derivados del exceso de trifico de vehiculos
a motor.

En cuanto al régimen juridico de la prestacién, procede alabar la regulacién
de aspectos tales como el establecimiento de limites temporales que regulan la
alternancia del teletrabajo con la prestacién de servicios presencial, a fin de evi-
tar el aislamiento del trabajador, si bien se echa de menos la previsién generali-
zada de causas debidamente justificadas que permitan, de manera temporal, una
prestaciéon desempenada integramente a distancia. Por el contrario, urge replan-
tearse la asuncién de los costes inherentes al teletrabajo por parte del personal
empleado publico, so pena de convertir esta modalidad de prestacién de servi-
cios en un paradigma de precariedad. La previsién de actividades formativas de
asistencia preceptiva se considera también un extremo a incluir, habida cuenta
de la responsabilidad que asume el personal en materias como la proteccién de
datos de cardcter personal o la prevencién de riesgos laborales. Aunque ya exis-
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tan normas que hayan hecho suyas estas propuestas, convendria tenerlas presen-
tes de cara a la reforma de las normas autonémicas vigentes, pero también con
vistas al diseio de un marco general regulador del teletrabajo en las Administra-
ciones Publicas.
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